REG. SENT. NRO. 124/11, LIBRO SENTENCIAS LXVII. jdo. 6

En la ciudad de La Plata, a los    30     días del mes de  de Agosto de 2011, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Sala Primera de la Cámara Segunda de Apelación, Doctores Jaime Oscar López Muro y Ricardo Daniel Sosa Aubone, para dictar sentencia en los autos caratulados: "MAZZEI JORGE HUMBERTO Y ORIOLI ANA ISABEL S/ INCIDENTE DE REVISION EN "COSOLI S/ CONCURSO PREVENTIVO" (causa: 113820), se procedió a practicar el sorteo que prescriben los artículos 168 de la Constitución de la Provincia, 263 y 266 del Código Procesal, resultando del mismo que debía votar en primer término el doctor SOSA AUBONE.

LA SALA RESOLVIO PLANTEAR LAS SIGUIENTES CUESTIONES:

1ra. ¿Resulta ajustada a derecho la apelada resolución de fs. 156/160, aclarada a fs. 162?

2da. ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión planteada el doctor Sosa Aubone dijo:

I. Antecedentes.

La sentencia de fs. 156/160 -aclarada a fs. 162- hace lugar al incidente de revisión promovido por JORGE HUMBERTO MAZZEI y MARIA ISABEL ORIOLI y en consecuencia declara verificado el crédito oportunamente insinuado por los acreedores mencionados por el monto de PESOS CIENTO VEINTISEIS MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y SIETE ($ 126.887) reclamados en concepto de capital por el acreedor MAZZEI y de PESOS DIECINUEVE MIL CIENTO VEINTICINCO ($ 19.125) reclamados en concepto de capital por la acreedora ORIOLI, los que serán reajustados por el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER) que se aplicará sobre el capital pesificado desde el 3 de febrero de 2002 hasta -conforme aclaratoria de fs. 162- la fecha de su efectivo pago, devengándose sobre el capital así reajustado los intereses a la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires, sobre las operaciones de depósito a treinta (30) días vigente a la fecha de mora, esto es, el 30 de diciembre de 2001 en relación a las operaciones contenida en los documentos de fs. 4, 5 y 7 y desde el 30 de noviembre de 2001 para el documento de fs. 6, con más la suma de $ 50 en concepto de arancel para cada uno, con carácter quirografario, con costas.


II. Los agravios.

Contra esa forma de decidir se alzan los incidentistas y el concursado a fs. 161 y fs. 169 respectivamente. Los incidentistas desisten a fs. 163. En su expresión de agravios de fs. 171/180 el concursado Hugo Carlos COSOLI se queja de lo siguiente:

a) Como primer agravio dice que los cheques que esgrimen los actores jamás les fueron entregados a éstos por el concursado. En sustento de su tesis dice que jamás fue intimado ni requerido de pago.

Culmina expresando que los incidentistas no han demostrado la causa que determina su pretendida acreencia, aspecto que vuelve a reiterar en los puntos siguientes.

b) Como segundo agravio expresa que el sentenciante de origen ha desconocido el rigor procesal que rige en la verificación de créditos, que debió ser más estricto.

Dice que la prueba testimonial sólo hace referencia al conocimiento existente entre las partes y no a la entrega de los cheques; y que no hay prueba alguna sobre la entrega real de dinero en efectivo, o cambio de dinero por cheques. Agrega que la prueba documental aportada fue desconocida. Dice que los cheques esgrimidos estaban en una libreta de cheques vencida y que nadie aceptaría un documento en esas condiciones; que tales cheques no prueban la causa o existencia del crédito; que le habían sido devueltos y que no tenían destino su circulación ni entrega a persona alguna.

c) Como tercer agravio, dice que los cheques no sirven como principio de prueba por escrito al no verse acompañados de otra prueba.

Dice que de la testimonial no se desprende que el Sr. COSOLI haya necesitado de crédito y que no se ha demostrado la capacidad económica o caudal económico de los incidentistas para prestar dinero.

d) Como cuarto agravio se queja de que el juez de primera instancia ha tenido en cuenta la opinión de la sindicatura.

e) Como quinto agravio vuelve a insistir que la amistad no es prueba de la existencia del crédito esgrimido.

f) Como sexto agravio se queja de la interpretación que hizo el a quo de la absolución del Sr. COSOLI.

g) Como séptimo y último agravio dice que no es procedente la adición de intereses sobre el capital actualizado con CER. Solicita adecuación a la normativa de emergencia.

Tales agravios fueron puntualmente criticados por la contraria a través de la pieza que obra a fs. 182/191.

La sindicatura los contesta a fs. 193/194.

III. Caracteres del procedimiento de verificación.

Previo al tratamiento del recurso se impone realizar las siguientes precisiones.

La verificación de créditos es el procedimiento a través del cual los pretensos acreedores del deudor se insinúan en el pasivo concursal. Según ha sido señalado por la doctrina, dicho procedimiento: a) Busca equilibrar los intereses privado y público que convergen en el concurso, b) Encauza la pretensión de los acreedores de insinuarse en el pasivo concursal, c) Permite el control recíproco de las pretensiones verificatorias, d) Constituye el filtro de admisión en el pasivo concursal (Rivera, Julio César, “Instituciones de Derecho Concursal”, t. I, Rubinzal Culzoni, pág. 219) (SCBA, Ac. 87.270, 17/9/2008, por mayoría -el voto de la minoría no propició el cambio de dicha doctrina-).
Presenta los siguientes caracteres:

a) Necesario. La ley impone a todos los acreedores concursales (de causa o título anterior a la presentación en concurso preventivo o declaración de quiebra según sea el caso), la carga de verificar su crédito para obtener la calidad de acreedor concurrente (esto es su admisión en el pasivo concursal) (arts. 21 incs. 1 y 3, 21, 32, 125, 126, 132, 133 de la ley 24.522).

De allí emerge el carácter “necesario” del procedimiento concursal, que ha sido reconocido expresamente por la SCBA en la causa Ac. 87.270, del 17/9/2008 (autos “Saint Germes s/ Quiebra. Incidente de verificación de crédito promovido por Granja Macris S.A.”).

b) Causal y típico. En particular, los arts. 32 y 200 disponen que los acreedores, al solicitar la verificación de sus créditos, deben indicar el monto, la causa y el privilegio invocados.

De allí surgen los caracteres del procedimiento como “causal” y “típico”.

Este importa un procedimiento “típico”, en tanto y en cuanto está regulado positivamente, imponiéndose a otros tipos de procedimiento que pudieran corresponder por la naturaleza del crédito (Grispo, Jorge Daniel "Tratado sobre la ley de concursos y quiebras", Ed. Ad-Hoc S.R.L., Bs. As., 1997, tomo 1, págs. 433/434) (SCBA, Ac. 87.270, 17/9/2008, por mayoría -el voto de la minoría no propicia el cambio de la doctrina-).
La causa del crédito se identifica con la relación negocial entre el acreedor y el deudor, esto es el hecho que ha generado la obligación -en el caso la entrega de los cheques- (art. 499, Código Civil). Y, los arts. 32 y 200 precitados establecen que el acreedor insinuante debe acompañar los títulos justificativos de su crédito, esto es toda la prueba documental de los cuales surja directa o indirectamente la obligación respectiva.

El pedido -o si se quiere demanda- de verificación debe ser claro y explícito con relación a las circunstancias que explican la existencia del crédito (conf. TONON, Antonio, “Derecho Concursal. Instituciones generales”, vol. I, Depalma, 1992, pág. 255; ROUILLON, Adolfo, “El problema de la causa en la verificación de créditos. Evolución de la doctrina judicial”, Derecho Económico, pág. 20). Y ello porque el concurso es un juicio colectivo donde, a diferencia de la acción individual, el interés en juego excede el marco de la relación entre acreedor-deudor, ya que el resto de los acreedores -y con la vigencia de la ley 26.684 los trabajadores no acreedores-,  la sindicatura y el juez necesitan saber cuál fue la relación negocial entre el deudor y cada acreedor respecto del origen y demás alternativas del crédito cuya verificación se solicita. Con ello se podrá eliminar toda duda acerca de la existencia de un acuerdo fraudulento entre acreedor y concursado. Tal es así que el reconocimiento o allanamiento que pueda hacer el deudor no atan al juez, tal como puede suceder en una acción individual.

Así se ha dicho que el acreedor que pretende la verificación de un crédito no lo hace frente al deudor, sino respecto al resto de los acreedores concurrentes (SCBA, Ac. 67.583, 15/12/99, “Catrilbüecay S.A. s/Incidente de impugnación del informe individual del síndico”) y que en ningún momento del proceso concursal el peticionario debe ser tan claro y explícito como el relativo a las circunstancias que explican la existencia del crédito. Sus coacreedores, el órgano del concurso y en definitiva el juez, necesitan saber qué pasó entre el concursado y cada acreedor en relación al origen y ulteriores vicisitudes del crédito cuya verificación se solicita (conf. Maffia, "Verificación de Créditos", 4ª ed. actualizada y ampliada, Ed. Depalma, págs. 114/115) (SCBA, C. 101.621, 6/5/2009).

Pero no hay que llevar las cosas al extremo, ya que la exigencia del art. 32 de la ley 24.522 concerniente a la indicación de la causa del crédito, importa la necesidad de que se explique su origen, aportando los elementos de que se disponga, sin crear dificultades probatorias insuperables (conf. Rouillón, “La prueba de la causa en la verificación concursal de títulos valores abstractos. Censura al dogmatismo judicial y al facilismo de ciertos dictámenes de la sindicatura”, L.L. 1999-D, 199 y sigtes.) (SCBA, Ac. 74.621, 13/11/2002, “Iwan, Carlos y otros c/Botter, Juan Carlos s/Incidente de verificación”).

c) Contencioso y de conocimiento pleno. El incidente de verificación de créditos (verificación tardía, revisión) ha sido definido por la SCBA como un proceso contencioso que tiene por finalidad declarar la calidad de acreedor del actor con relación al concursado y frente a los demás acreedores, fijando su posición relativa a ellos, y otorgarle en consecuencia derecho a participar en el concurso y, en su caso, a cobrar (ver en este sentido SCBA, Ac. 33.429, 23/10/84; Ac. 44.095, 22/10/91, por mayoría -el voto de la minoría no propicia el cambio de dicha doctrina-; Ac. 44.927, 23/2/93, por mayoría -el voto de la minoría no propicia el cambio de dicha doctrina-; Ac. 44.889, 2/11/93, por mayoría -el voto de la minoría no propicia el cambio de dicha doctrina-; C. 101.621, 6/5/2009).

Así se ha dicho, con motivo de un recurso extraordinario interpuesto en un incidente de revisión, que el procedimiento establecido en la ley 24.522 a los fines de la verificación de los créditos, es una acción causal y de conocimiento pleno que tiene por objeto demostrar la legitimidad de la acreencia pretendida (SCBA, C. 102.297, 1/9/2010, “Bilotte, Alberto Jorge y otro c/ Lynn, Osvaldo Juan s/ Incidente de revisión”).

De allí emerge el carácter “contencioso” y “de conocimiento pleno”.

IV. Análisis de los agravios.

Con tal piso de marcha y pese al esfuerzo recursivo desplegado, adelanto que en la especie, y con los elementos obrantes en la causa, la revisión consagrada por la sentencia puesta en crisis resulta ajustada a derecho.

Nadie discute que el insinuante debe indicar concretamente la causa, aún en la verificación tempestiva (arg. art. 330, inc. 4, C.P.C.C.). El problema se plantea con la prueba. Si se trata de prueba documental, no hay duda que la misma debe adjuntarse con la demanda (ya sea como “títulos justificativos” al verificar tempestivamente, o como prueba documental al deducir el pertinente incidente o acción individual). En cuanto a los restantes medios de prueba, su ofrecimiento y admisión es necesario en la medida que la estructura procesal del trámite lo permita; y sin que ello importe dificultades probatorias insuperables. No debe desecharse la aplicación de las presunciones, el principio de colaboración y la carga dinámica en materia probatoria, lo cual dependerá de cada caso en particular (arts. 32, 37, 56, 200, 202, 273, 274, 275, 278, 280, 281, 282, 283 y 284, ley 24.522; 165 inc. 5, 330, 332, 334, 354, 362, 375, 376 y cctes., C.P.C.C.).

En el caso de autos los incidentistas como prueba documental trajeron tres agendas atribuidas al actor (fs. 1, 2 y 3), cuatro cheques (fs. 4, 5, 6 y 7), dos constancias de depósito en el Banco Río (fs. 8 y 9), dos tarjetas a nombre de MAZZEI con una cuenta (fs. 10 y 11), una tarjeta a nombre de ORIOLI con una cuenta (fs. 12), informes de cheques rechazados del Sr. COSOLI (fs. 13 y 16), detalle de obligaciones a pagar al 30/5/94 (fs. 20), estado de situación al 30/9/94 (fs. 21) y estado de situación (fs. 22).

Si bien la actora dice que la escritura de las agendas, tarjetas y documental de fs. 20, 21 y 22 son de puño y letra del Sr. COSOLI, no ofreció prueba pericial caligráfica y ha sido objeto de negativa específica a fs. 57vta., punto III y siguientes (arts. 354 inc. 1, C.P.C.C.; 37, 278 y 280, ley 24.522), con motivo de absolver posiciones el Sr. COSOLI reconoció que la firma inserta en los cheques le pertenece (posición 19 a fs. 107), que la suma emergente de los mismos es coincidente con las fichas de fs. 10/12 (posición 21 a fs. 107vta.), y que a partir del año 2001 padeció una grave crisis financiera (posición 24 a fs. 107 vta.), habiendo tenido una gran cantidad de cheques rechazados por falta de fondos (posición 25 a fs. 107 vta.). Asimismo el Sr. COSOLI dijo que en la agenda de fs. 2 “donde indica el marcador no lo reconoce como de su puño y letra, el resto de la agenda sí” (fs. 108); en la agenda de fs. 3 “en la segunda hoja con marcador “sábado 26 de febrero” no reconoce todo lo que está escrito ese día. En “viernes 25 de febrero” reconoce escritura de él pero hay agregados que no reconoce los que están con tinta roja. La hoja “28 de febrero” no la reconoce está en parte armada. “viernes 21 de febrero” tiene agregados los nombres a la derecha. Que reconoce gente con los sobre nombres Koke o Marita que son los actores Mazzei y Orioli, pero el absolvente no lo escribió en la agenda”.
De las declaraciones testimoniales surge sin hesitación alguna una relación de amistad entre los incidentistas MAZZEI y ORIOLI y el Sr. COSOLI, y la existencia de préstamos de dinero hacia éste último. Ello ha sido tenido en cuenta por el juez de primera instancia y no ha sido adecuadamente rebatido por el recurrente.

En cuanto a los títulos en cuestión, se trata de tres cheques con la designación del beneficiario en blanco del Citibank de la cuenta corriente del Sr. COSOLI, por las sumas de U$S 29.050 (del 30/12/2001 N° 60248077), U$S 94.337 (del 30/12/2001 N° 60248075), U$S 3500 (del 30/11/2001 N° 60208079) y U$S 19.125 (del 30/12/2001 N° 60248076). Tales instrumentos no fueron presentados al banco para el cobro.

La afirmación del Sr. COSOLI de que no entregó los cheques a los incidentistas es insuficiente frente a la posesión del documento que éstos últimos ostentan. Por otra parte el mismo Sr. COSOLI manifiesta que no acostumbra a firmar cheques sin saber a quien se los entregaba (fs. 107 vta.), lo cual se compadece con el actuar de quien lleva la contabilidad de otras personas (ver declaraciones testimoniales de Jorge Mario PELITI a fs. 126 y vta; Miguel Angel  VIGIL a fs. 131; Omar Luis RENNIS a fs. 135). Lo que no me resulta creíble es que le hayan devuelto al Sr. COSOLI los cuatro cheques en blanco precitados y que éste los haya guardado en una agenda sin perjudicarlos -v.gr. tachando la firma-. Y si el Sr. COSOLI los extravió debió haber realizado alguna actividad útil en tal sentido (v.gr. denuncia del art. 5 ley 24.452; cancelación del art. 89 dec. ley 5965/63) en tal sentido. Si se los entregó a otra persona que luego se los devolvió, debió indicar a quién y traer elementos de prueba a fin de abonar tal afirmación. La posesión de los cheques hace presumir su entrega y no se ha producido actividad probatoria útil para derribar dicha presunción. Es más, la relación de amistad o familiaridad de trato es la que permite justificar los aspectos esgrimidos por el recurrente, esto es, que los cheques no han sido presentados al banco en tiempo útil, la recepción de los cheques de autos (que aluden al año 19.. en lugar del 20..) para el pago de una deuda o la ausencia de intimación previa (arts. 384 y 456, C.P.C.C.).

El rigor procesal al que alude el apelante es exigido a fin de evitar el concilio fraudulento entre deudor y pretenso acreedor, situación que no se da en autos.

La queja que realiza el recurrente sobre la apreciación de la prueba que realizó el juez de primera instancia no pasa de ser una mera discrepancia con el juzgador; y al invocar una absurda interpretación de la prueba se queda sin demostrar el error palmario o el vicio en el razonamiento esgrimido. Olvida que -además de la posesión de los cheques- de la declaración de los testigos surge la existencia de préstamos hacia el Sr. COSOLI (ver declaración de los testigos Mirta Susana FRANCO a fs. 112/113, Miguel Angel VIGIL a fs. 131 vta. y Susana Haydee FERNANDEZ a fs. 133); y que el propio COSOLI reconoció en oportunidad de absolver posiciones que las agendas de fs. 1/3 eran de su pertenencia. Si bien dichas agendas datan de los años 1994, 1995 y 1996 dan una idea de la operatoria de las partes en orden a la toma de créditos por parte del Sr. COSOLI (arts. 384 y 456, C.P.C.C.).

Por otra parte, el propio COSOLI reconoció con motivo de absolver posiciones que padeció una grave crisis financiera y que tuvo una gran cantidad de cheques rechazados por falta de pago (ver posiciones 24 y 25 a fs. 107 vta.), lo que se compadece con los cheques rechazados que surgen de la documental de fs. 13/16. Ello desdibuja las declaraciones testimoniales de RENNIS, GIORDANO Y PELITTI en orden a la buena posición económica del Sr. COSOLI.

A ello se agrega el reconocimiento parcial de su intervención en las planillas de fs. 20, 21 y 22 que emerge de la posición 16 a fs. 107 vta.

En consecuencia, la valoración que hace el iudex a quo en orden a la relación que vinculara a las partes a fs. 158/159 no ha sido suficiente rebatida por el recurrente, cuya queja no logra conmover los sólidos argumentos del sentenciante en orden a la relación de amistad entre las partes, operatoria que realizaban, presunción que emerge de la posesión de los cheques y crisis económica del concursado.

El agravio en orden a la valoración de la sindicatura no es atendible ya que se remite a actuaciones anteriores a la sentencia y cuya crítica no es posible realizar en esta sede, ya que se trata de estadíos precluidos.

Y en cuanto a la invocación del principio “favor debitoris” tampoco resulta suficiente a los efectos de modificar el fallo apelado, que se encuentra adecuadamente fundado en las circunstancias emergentes de autos.

Por último, y con relación al agravio titulado como octavo -en realidad el séptimo y último- referente a la improcedencia de la aplicación de intereses sobre el capital pesificado mediante el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER), el mismo es improcedente ya que mediante éste índice se está pesificando el capital originariamente fijado en dólares.

En cuanto a la tasa de interés y mecanismo de aplicación, considero que las normas de emergencia que establecen la pesificación, aplicación del respectivo coeficiente y la tasa de interés excluyen o suprimen la voluntad privada, de tal modo que la regulación que establecen se impone a los interesados. Son normas imperativas que deben ser aplicadas de oficio por los jueces, por lo que corresponde su aplicación por más que el recurrente no se haya quejado al respecto.

En tal inteligencia, destaco que las obligaciones a las que se les aplica el CER tienen una tasa de interés máxima que ha sido establecida por el Banco Central de la República Argentina en la Comunicación A 3561 y sus modificatorias, que para créditos sin garantía es del 5% nominal anual para personas físicas. En consecuencia, al capital emergente de los cheques se debe aplicar la tasa de interés que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires sobre las operaciones de depósito desde la fecha de mora establecida en la sentencia hasta el 3/2/2002, fecha a partir de la cual se debe comenzar a aplicar el CER. Y al capital con más la adición del CER se le debe aditar la tasa nominal anual del 5% por no tratarse de una obligación con garantía hipotecaria, ni prendaria (leyes 25.561 y 25.713; arts. 4, Dec. 214/92; Circular 3507 del 13/3/2002 del BCRA). Dicha tasa de interés no podrá superar la tasa de interés fijada en la sentencia (tasa pasiva Banco Provincia), a fin de no reformarla en perjuicio del apelante.

Por lo expuesto y lo sostenido por el Síndico interviniente, lo decidido en la instancia de origen a este respecto de la procedencia del crédito principal resulta ajustado a derecho y debe ser confirmado salvo en orden a los intereses que se deben ajustar a lo expresado en el párrafo anterior (arts. 1193, Código Civil; 209, Código de Comercio; 273 y 278, ley 24.522; 163, 164, 266, 267, 270 y 384, C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto POR LA NEGATIVA.

A la misma primera cuestión, el Sr. Juez Dr. López Muro, dijo que:


Por coincidir con las motivaciones desarrolladas en el voto que antecede adhiere al mismo (art. 266, C. Procesal) y, en consecuencia, vota también por la NEGATIVA.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez dr. Sosa Aubone dijo:

Alcanzado el necesario acuerdo de opiniones al tratar la cuestión anterior, corresponde confirmar la sentencia de fs. 156/160, aclarada a fs. 162, en lo principal que decide, y modificarla sólo en orden a los intereses, que se deben aplicar sobre el capital de condena a la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito desde la fecha de mora establecida en la sentencia y hasta el 3/2/2002, fecha a partir de la cual se comienza a aplicar el CER. Y al capital con más la adición del CER se le debe aplicar la tasa nominal anual del 5%, que no podrá superar la tasa de interés prealudida. Las costas de ambas instancias deben recaer sobre el deudor, ya que el intento revisionista ha resultado ganancioso y la modificación del mecanismo de aplicación de los intereses responde a un actuar oficioso en virtud de normas imperativas (arts. 68 y 274, C.P.C.C.).

ASI LO VOTO.

A la misma segunda cuestión, el Sr. Juez Dr. López Muro dijo: que coincidiendo con la solución propuesta en el voto que antecede, también se expide en el mismo sentido.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente:

S E N T E N C I A

POR ELLO, se confirma en lo principal que decide la sentencia apelada de fs.156/160, aclarada a fs. 162, y se la modifica en orden a los intereses, que se deben aplicar sobre el capital de condena a la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito desde la fecha de mora establecida en la sentencia y hasta el 3/2/2002, fecha a partir de la cual se comienza a aplicar el CER. Y al capital con más la adición del CER se le debe aplicar la tasa nominal anual del 5%, que no podrá superar la tasa de interés prealudida. Costas de ambas instancias al Sr. COSOLI, en su calidad de vencido. REGISTRESE. NOTIFIQUESE. DEVUELVASE.

Fdo. Sres. Jueces Dres. Ricardo Daniel Sosa Aubone y Jaime Oscar López Muro.

Secretario: Dr. Adolfo Gustavo Lira.-

